PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Articulo 1º : Derógase el artículo 3º  de la ley 13.355.

Artículo 2º.: Establécese que el personal de la administración pública provincial comprendido en los regímenes de las Leyes 10.328, 10.384, 10.430 y 12.268, y sus modificatorias, que se hubiese acogido al beneficio jubilatorio durante el lapso comprendido entre el 8 de abril de 2002 y la entrada en vigencia de la Ley 13355, habiendo el agente acreditado al momento de su cese una antigüedad mínima de treinta (30) años de servicios  en la administración pública provincial, o la cantidad de años que de acuerdo a la legislación especial fueren necesarios a los efectos jubilatorios, tendrá derecho a una retribución sin cargo de reintegro equivalente a seis (6) sueldos básicos más antigüedad, sin ningún tipo de descuentos, la que será otorgada a partir del cese en el servicio y siempre que éste no tenga carácter de sanción disciplinaria. 

Articulo 3º.: El personal comprendido en el articulo 2 de la presente, que no hubiere percibido la retribución especial establecida en la Ley 13.355, en razón de haber optado por el adelanto jubilatorio regulado por la Ley 12.950, tendrá derecho a reclamar el pago de la retribución especial mencionada.

Articulo 4º.: El agente, o sus derecho-habientes para el caso que correspondiere, podrá acogerse a los beneficios establecidos por esta norma, dentro del plazo de hasta dos (2) años de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 5º: En todos los casos, el acogimiento a los beneficios establecidos por la presente ley implicará el desistimiento a toda acción judicial y/o administrativa, iniciada o futura, relacionada con los derechos emergentes de la presente ley. Las condiciones y requisitos que el agente deberá cumplimentar para acceder al mencionado beneficio se establecerán por vía reglamentaria.

Articulo 6º : De forma.

FUNDAMENTOS

La ley 13.355 restituyó a los trabajadores estatales de la provincia el derecho a percibir, al momento de cesar en su actividad para acogerse al beneficio jubilatorio, una retribución equivalente a seis sueldos. Cabe consignar que este derecho había sido derogado por las leyes que declararon en situación de emergencia a la administración pública provincial.

Dicha norma, en su artículo 3º, estableció que el agente que percibiera la bonificación dispuesta por el artículo 1º de la misma ley, no podía hacer uso del beneficio que le permitía percibir el importe correspondiente al 60% de su remuneración mensual como adelanto de su jubilación, tal como regla la ley 12.950.

Ciertamente, la ley 13.355 no apontoca su télesis en otorgarle a la retribución que habilita el artículo 1º, el carácter de resarcitorio de los perjuicios que la eventual tardanza en percibir su haber previsional pudiese ocasionarle al trabajador; antes bien, se trata de un reconocimiento que, por la mera condición de ser trabajador estatal en la provincia de Buenos Aires, se tiene derecho a percibir.

Por otra parte, la ley 12.950 sí establece un mecanismo que tiende a menguar los efectos de la tardanza en percibir la remuneración de su respectiva prestación previsional, no siendo, de manera alguna, un premio que se otorga a todo trabajador; antes bien, la sanción de una norma de esas características lleva implícito el reconocimiento de que esa tardanza constituye un perjuicio para el trabajador, y es, por esa razón, que el estado propone un paliativo. 

Ello así, es evidente que la naturaleza jurídica de los institutos que crean una y otra de las mencionadas leyes son marcadamente diferentes, y por lo tanto, la posibilidad de percibir las sumas que otorgan dichos beneficios no tienen porque ser excluyentes entre sí. A partir de esta concepción, la opción que impone el artículo 3° de la ley 13.355 desemboca en situaciones de desigualdad ante la ley que resultan intolerables.

Concomitantemente, y más allá de los motivos que en su momento llevaron al dictado de dichas leyes, hoy por hoy no subsisten motivos fundados para sostener la vigencia del mencionado artículo 3º; es más, tampoco perviven las condiciones de emergencia que, en su momento, motivaron la sanción de las normas derogatorias y/o limitantes de los derechos adquiridos por los trabajadores estatales. A tenor de esto, se impone la derogación del artículo 3º de la ley 13.355.

Planteada así la cuestión, también es necesario reparar las situaciones de exclusión que generó la incompatibilidad establecida por el referido artículo 3°, ya que muchos afiliados al IPS se vieron en la necesidad de optar entre percibir los seis sueldos, o acogerse al beneficio de cobrar el 60% de sus haberes durante doce meses, como manera de soportar la espera del efectivo pago de su haber jubilatorio. 

Como ya afirmamos sobre este particular, dicha opción era a todas luces injusta ya que colocaba a ambos derechos en un mismo plano finalístico, cuando, en realidad, cada uno de ellos fue instituido con diferentes propósitos.  Vale entonces aclarar que este proyecto también propone restañar los derechos de aquellos que nada pudieron cobrar respecto de esa retribución especial, pues, a raíz de la declaración de emergencia de la administración pública provincial, perdieron la posibilidad de percibir los seis sueldos. 

Finalmente, teniendo en cuenta que muchos trabajadores recurrieron al reclamo judicial para hacer valer sus derechos adquiridos, se propone al afiliado la posibilidad de elegir entre seguir el reclamo por vía judicial, u optar por acogerse a los beneficios que la norma propuesta ofrece.  En este último caso, el afiliado deberá desistir a toda acción judicial y/o administrativa, iniciada o futura, relacionada con los derechos emergentes de la ley que se postula en el presente proyecto.
En atención a los fundamentos expuestos, solicito al Honorable Cuerpo se sirva acompañar con el voto positivo el presente proyecto de ley.

